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A raíz de la anunciada inminencia de la independencia de Guyana, 
en el marco del proceso de descolonización que la Gran Bretaña 
había iniciado con la independencia de la India en 1947 y que en los 
primeros años ‘60 estaba acelerándose, Venezuela en 1962 reactiva su 
reclamación sobre el territorio de la Guayana Esequiba, despojado 
en la segunda mitad del Siglo XIX. Recordemos que en esa época, 
Venezuela era un país sumamente débil, desgarrado por la guerra civil 
y la inestabilidad política y económica, mientras el Imperio Británico, 
con la Reina Victoria, alcanzaba el apogeo de su poder mundial. 
Históricamente, no hay duda que, en el diferendo limítrofe entre 
la entonces Guayana Británica y Venezuela, que fue aparentemente 
“resuelto” con el Laudo Arbitral de 1899, Venezuela fue despojada 
injustamente de aproximadamente 156.890 Km2. En el tribunal 
arbitral había dos jueces británicos, dos jueces norteamericanos, en 
representación de Venezuela y el decisivo juez ruso. “Curiosamente”, 
fue precisamente en esos años que Rusia y Gran Bretaña llegaron a un 
acuerdo para repartirse sus zonas de influencia en Persia. Venezuela 
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considera el Laudo de 1899 nulo e irrito. 
El 17 de febrero de 1966, Venezuela, Gran Bretaña y Guayana 
Británica, que con la independencia adquirió el nombre de Guyana, 
firmaron el Acuerdo de Ginebra. A partir de esa fecha, la reclamación 
venezolana sobre el territorio esequibo tiene como marco jurídico y 
político fundamental ese tratado. 
En el preámbulo del Acuerdo de Ginebra, se afirma que cualquiera 
controversia entre las partes “debe ser amistosamente resuelta 
en forma que resulte aceptable para ambas partes”. En el artículo 
I del mismo leemos: “Se establece una Comisión Mixta con el 
encargo de buscar soluciones satisfactorias para el arreglo práctico 
de la controversia entre Venezuela y el Reino Unido surgida como 
consecuencia de la contención venezolana de que el Laudo Arbitral de 
1899 sobre la frontera entre Venezuela y Guayana Británica es nulo e 
irrito.” Desde 1966, oficialmente, Venezuela y Guyana mantienen dos 
interpretaciones mutuamente excluyentes del Acuerdo de Ginebra y 
parecen “enredadas” en dos equívocos monólogos.  Guyana sostiene 
que el objeto del Acuerdo es, en primer lugar, establecer la validez de 
la contención venezolana de que el Laudo es nulo e irrito. Se trataría, 
por tanto de una disputa esencialmente jurídica y los “posibles 
resultados de la controversia así definida serían o el de la afirmación 
de la validez del Laudo y con ello el cese de la reclamación venezolana 
y la consiguiente consagración del “status quo” existente o el del 
reconocimiento de la nulidad del Laudo y con ello la apertura de un 
nuevo proceso de delimitación. Tal nuevo proceso debería entonces, 
según Guyana basarse en el Compromiso Arbitral originario, el 
Tratado de Washington de 1897.” Venezuela, por su parte, afirma 
que no tiene sentido proponer una solución “práctica y mutuamente 
satisfactoria” a una controversia estrictamente jurídica. Además una 
“Comisión Mixta es una institución puramente política y difícilmente 
podría esperarse de ella un dictamen jurídico, sobre todo siendo 
las partes mismas los miembros de la Comisión. De ser jurídico su 
mandato los Comisionados se verían en la insostenible posición de 
ser juez y parte.”  Negociar la validez o nulidad de un Laudo, más aún 
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en una Comisión Mixta paritaria, es inconcebible. “La razón jurídica 
no es negociable: se tiene o no se tiene. Y difícilmente se confiaría 
a negociadores diplomáticos la función de adjudicar derechos.” Por 
lo tanto, para Venezuela “el Acuerdo pone de lado el  fraudulento 
Laudo de 1899” y su objeto es el arreglo práctico de la controversia, 
satisfactorio y aceptable para ambas partes.
Efectivamente si, como lo plantea la posición guyanesa, la 
controversia se limita a establecer la validez o nulidad del Laudo, a 
primera vista, no se entendería la razón por la cual  Guyana aceptó 
firmar el Acuerdo de Ginebra. Simplemente, se debería haber ido a la 
Corte Internacional de la Haya. 
Es indudable que, jurídicamente, para Guyana, el acuerdo de 
Ginebra es innecesario y deletéreo. Cheddi Jagan, el ya desaparecido 
ex Presidente de la república y líder fundador del Partido Progresista 
del Pueblo (PPP), actualmente en el gobierno, como jefe de la entonces 
oposición guyanesa, se opuso a la firma del Acuerdo de Ginebra y, 
en su obra “The West on Trial”, escribe al respecto: “El gobierno de 
coalición PNC-UF firmó conjuntamente con los gobiernos venezolano 
y británico el Acuerdo de Ginebra...y creó una Comisión Mixta 
(Guyana-Venezuela). Así se concedió reconocimiento a la espuria 
reclamación territorial venezolana y lo que era un caso cerrado desde 
1899 fue reabierto.”  Es interesante destacar que estas palabras del 
líder fundador del actual partido de gobierno guyanés admiten 
claramente que, con la firma del Acuerdo de Ginebra, Guyana 
concede reconocimiento a la reclamación venezolana y acepta reabrir 
el caso que, supuestamente, había sido cerrado con el Laudo de 1899. 
Es interesante destacar que estas palabras del líder fundador del 
actual partido de gobierno guyanés admiten claramente que, con la 
firma del Acuerdo de Ginebra, Guyana concede reconocimiento a la 
reclamación venezolana y acepta reabrir el caso que, supuestamente, 
había sido cerrado con el Laudo de 1899. 
Para subrayar la debilidad  sustantiva de la  posición oficial guyanesa 
sobre el Acuerdo de Ginebra, considero relevante reproducir aquí un 
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comunicado sumamente claro de otro  importante partido político en 
la historia guyanesa, la Working People´s Alliance (WPA): “La firma 
del Acuerdo de Ginebra, por parte de Guyana, pone a nuestro país 
en una situación que limita considerablemente nuestra libertad de 
acción. Para Guyana insistir ahora en interpretar el acuerdo como un 
mero instrumento para ratificar el Laudo de 1899, el cual fue puesto en 
duda en Ginebra, en 1966, probará severamente la paciencia de todos 
los interesados. Es tiempo ya de decirle al mundo que Guyana está 
llevando a cabo una enorme autodecepción al afirmar que su posición 
es la firme defensa del laudo Arbitral de 1899. (El gobierno Burnham) 
debe explicarle al pueblo guyanés y al mundo, especialmente al 
Caribe, qué intención tenía al acordar en 1966 que la disputa debería 
ser resuelta en una forma satisfactoria tanto para Venezuela como 
para Guyana. Ya que, en 1966, el Laudo de 1899 no satisfacía más a 
Venezuela y por la propia evidencia del  Acuerdo de Ginebra eso era 
bien conocido por Guyana, es el gobierno guyanés que debe decir 
qué es lo que entendía por una solución práctica de la controversia. 
Para el gobierno guyanés decir que considera al Laudo de 1899 como 
una solución definitiva y después ofrecer, en el Acuerdo de Ginebra, 
de trabajar para una solución práctica aceptable para ambas partes 
fue muy poco inteligente. Ningún encubrimiento puede ocultar el 
hecho que el régimen cometió un serio error.”  
Las razones de la firma del Acuerdo de Ginebra por parte de 
Burnham hay que buscarlas en el plano político. La Gran Bretaña, 
veía en el acuerdo de Ginebra una fórmula elegante para “lavarse las 
manos” y dejar a las partes más directamente involucradas la solución 
de la controversia. Por tanto, el gobierno británico ejerció una fuerte 
presión sobre Burnham, especialmente al vincular la concesión de la 
independencia a la aceptación del Acuerdo de Ginebra por parte del 
gobierno guyanés. Burnham, por su parte, percibía a la independencia 
como un objetivo prioritario en función del mantenimiento del 
poder. En primer lugar, lograr la independencia era un objetivo que 
obviamente produciría jugosos dividendos políticos para su partido 
(PNC). En segundo lugar, Burnham, desde el primer momento, 
resintió la limitación a su autonomía de acción que implicaba la 
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continuada presencia del gobierno británico en su papel de árbitro 
supremo de las “reglas del juego”, en el sistema político guyanés. La 
desaparición, con la independencia, de la Gran Bretaña del escenario, 
permitiría la modificación de esas “reglas del juego”, especialmente 
las electorales, en un sentido “favorable” a los intereses del PNC. 
Para Burnham, el “costo” político de la firma del Acuerdo de Ginebra 
era muy inferior a los “beneficios” de la independencia.
Es importante mencionar que, en 1970, se firmó entre los  dos países 
un  acuerdo llamado el Protocolo de Puerto España, que suspendía, 
por doce años, el funcionamiento del Artículo IV del Acuerdo de 
Ginebra que, después de cuatro años de negociaciones, en caso de 
no haber acuerdo sobre el arreglo definitivo de la controversia, y no 
haber acuerdo tampoco sobre la selección de uno de los medios de 
solución pacífica de controversias, previstos en el art. 33 de la Carta 
de la ONU, obligaba a las partes a acudir al Secretario General de la 
ONU, para que escogiera uno de esos medios. En ese año de 1970 
se estaba recalentando la controversia de Venezuela con Colombia, 
sobre la delimitación de las aguas adyacentes al Golfo de Venezuela y 
el Gobierno venezolano consideró inconveniente tener que enfrentar 
con urgencia las dos controversias a la vez. Además, la suspensión 
del funcionamiento del Artículo IV, no significaba la congelación, 
como se ha afirmado erróneamente, de las negociaciones entre los 
dos países y en efecto, durante esos años, particularmente en los 70, 
me consta que hubo conversaciones muy relevantes al respecto. 
Efectivamente, durante las últimas décadas, el gobierno guyanés, 
manteniendo su posición oficial, en diferentes oportunidades, en 
privado, ha aceptado explorar hipótesis de solución sustantiva de la 
controversia, con la esperanza de obtener a cambio algunas ventajas 
económicas, como, en los 70,  el apoyo venezolano para el proyecto 
hidroeléctrico del Alto Mazaruni, la interconexión eléctrica y la 
financiación de la factura petrolera.  Esto, por cierto, en buena parte, 
hoy en día se lo estamos dando de todas maneras, junto con otros 
subsidios, como la compra de arroz a precios superiores a los que 
rigen en el mercado internacional.
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Es obvio que, en abstracto, con dedicación y mucha imaginación es 
posible encontrar una solución “práctica”. Sin embargo el verdadero 
problema consiste en que esa solución debe ser satisfactoria y 
aceptable para ambas partes. Toda negociación internacional entre 
dos países es una negociación compleja, que involucra los intereses 
de numerosos actores sociopolíticos relevantes de los Estados, que 
participan en la negociación. En el caso que nos ocupa, tanto en 
Guyana, como en Venezuela, existen, figuradamente,  dos mesas de 
negociación, una “externa” y otra “interna”.  La primera es la mesa 
oficial donde se sientan los negociadores de las partes: los gobiernos 
de Venezuela y Guyana. En la segunda mesa, cada gobierno debe 
negociar con los grupos “domésticos”, activamente interesados 
en el resultado de la negociación internacional. Un acuerdo en la 
mesa externa será políticamente viable, sólo si es aprobado en la 
mesa interna. Por tanto, una solución práctica y perdurable de la 
controversia sólo será posible cuando los gobernantes, en cada país, 
logren integrar una coalición mayoritaria de intereses internos que 
apoyen, o por lo menos acepten, el acuerdo negociado y alcanzado 
en la mesa externa. Si tomamos en cuenta que la reclamación 
venezolana abarca 156.890 km2, de los 214.920 km2 que integran el 
“actual territorio” del Estado guyanés, reconocido por la comunidad 
internacional, alrededor del 70% del total, nos daremos cuenta de la 
peculiar dificultad de encontrar una solución práctica, aceptable y 
satisfactoria, no sólo para las partes “sentadas” en la mesa oficial, 
sino para los grupos de intereses integrantes de las mesas internas, 
en cada uno de los dos países. Las negociaciones bilaterales, a partir 
de 1989, siguen  bajo los auspicios de un “buen oficiante”, que debe 
ser nombrado por el Secretario General de la ONU, con el consenso 
de las partes. Después del fallecimiento de Oliver Jackman, en enero 
de 2007, el Secretario General de la ONU y las partes tardaron tres 
años para nombrar el nuevo buen oficiante: el jamaiquino Norman 
Girvan. Recordemos, a este respecto, que es Venezuela la que debería 
estar interesada en acelerar la negociación y no Guyana, que tiene la 
posesión del territorio en reclamación. 
Ahora bien, si Guyana nos sorprendiera un día aceptando 
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oficialmente nuestra propia interpretación del Acuerdo de Ginebra y 
nos ofrece negociar un arreglo de la controversia, práctico, satisfactorio 
y aceptable para ambas partes, el Gobierno venezolano tendría un 
serio problema que resolver. En efecto, es evidente, que cualquier 
imaginativa solución práctica que un gobierno guyanés pueda 
amistosa, pacífica y realistamente aceptar, involucrará una parte 
considerablemente menor del área terrestre y marina en reclamación. 
Es obvio que la recuperación pacífica, en el marco del Acuerdo de 
Ginebra, de la totalidad de la Guayana Esequiba es absolutamente 
irreal. 
El Acuerdo de Ginebra tiene el mérito de reabrir el caso y acabar con 
la invulnerabilidad jurídica del Laudo de París de 1899 y la presunción 
de cosa juzgada. Sin embargo, mientras no se logre la solución de la 
controversia, el Acuerdo deja a Guyana la ocupación y el dominio 
del territorio en reclamación, con las consecuencias y ventajas que 
eso significa. No obstante, basándose en el artículo V del Acuerdo, 
todos los gobiernos venezolanos desde 1966,  se habían opuesto a que 
Guyana otorgara unilateralmente concesiones y contratos en la zona 
en reclamación.  El propio presidente Chavez, el 19 de marzo y el 1 de 
abril de 2000,  expresó su enérgica oposición al otorgamiento de una 
concesión a la empresa estadounidense Beal Aerospace Technologies, 
para construir una plataforma de lanzamiento de satélites en el 
Esequibo. Obviamente, el mantenimiento del “status quo” es, para 
Guyana, una alternativa preferible a un acuerdo negociado, que 
implicaría algún tipo de concesión territorial a Venezuela. Por tanto, 
la posibilidad de desestimular los proyectos de inversión foránea en 
el Esequibo era una de las escasas herramientas que Venezuela tenía, 
para deteriorar las ventajas que la posesión del territorio le concede a 
Guyana. En marzo del 2004, en cambio, el Presidente Chavez declaró 
que Venezuela no se oponía a que Guyana otorgara unilateralmente 
concesiones y contratos a compañías multinacionales en el Esequibo, 
con lo cual acabó con casi 40 años de diplomacia venezolana y 
entregó unilateralmente y, a cambio de nada, una de nuestras pocas 
armas de negociación.  Desde entonces, Guyana tiene una poderosa 
razón más para no negociar. El “status quo” se ha vuelto todavía más 
Sadio Garavini di Turno
PIZARRÓN LATINOAMERICANO     AÑO 3 / VOLUMEN 544
favorable para los intereses guyaneses. El entonces  Canciller Perez 
dio unas insólitas declaraciones tratando de justificar la decisión, 
afirmando que esta concesión graciosa y gratuita se hizo para evitar 
que el Esequibo se convierta en ”tierra de nadie” y, para colmo,  nos 
aseguró  que “con ese gesto hacia Guyana, todos vamos a ganar”. En 
realidad, con esta irresponsable e improvisada decisión, se alejó  aún 
más la solución negociada de la controversia. 
En febrero del 2007, el Presidente Chávez afirmó, y desde 
entonces lo ha repetido en varias ocasiones, que la reactivación de 
la reclamación venezolana sobre el territorio Esequibo en 1962, por 
parte del Gobierno de Rómulo Betancourt, fue producto de la presión 
de los Estados Unidos, supuestamente interesados en desestabilizar 
el gobierno autónomo (pero todavía no independiente) del Primer 
Ministro de la entonces Guayana Británica, Cheddi Jagan, quien  era 
un marxista –leninista confeso. Al parecer, el Presidente Chávez 
repitió una declaración similar del embajador guyanés en Caracas, 
Odeen Ishmael, a un periódico de su país. El mismo embajador, en una 
entrevista concedida a El Nacional,  sustentándose,  en esa declaración 
presidencial y en la supuesta hermandad  entre los dos gobiernos 
“socialistas y antiimperialistas”, afirmó que el Presidente Chávez 
debería “dar un paso al frente para  retirar el reclamo venezolano. 
En realidad, la posición guyanesa es una absoluta falsedad histórica, 
que, en privado, no se  la creen los mismos guyaneses. La reactivación 
de la reclamación fue un proceso absolutamente autónomo, dentro 
del gobierno venezolano, provocado por la inminencia de la 
independencia de Guyana. Además, es obvio que, siendo Guyana en 
1962 todavía una colonia británica, para evitar que, en el futuro Estado 
independiente, surgiese un gobierno filocomunista no fue necesario 
“utilizar” la reclamación venezolana, sólo bastó que el Gobierno 
Británico postergara la independencia hasta que Burnham y sus 
aliados anticomunistas ganaran las elecciones. Más recientemente, el 
Canciller y el Primer Ministro guyaneses han reiterado el llamado del 
Embajador Ishmael para que Venezuela abandone definitivamente 
la reclamación, sustentándose en las declaraciones del Presidente 
Chávez, que deslegitiman políticamente la reclamación en sí, al 
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afirmar que fue sólo un espurio instrumento de la Guerra Fría. 
En septiembre del 2011, la Canciller de Guyana, Carolyn Rodrigues 
Birkett, presentó, una solicitud para extender la plataforma 
continental, incluyendo la correspondiente a la Guayana Esequiba, 
de 200 millas a 350 millas, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 76 
de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. 
Además, la Cancillería guyanesa, en un comunicado oficial, informa 
que Guyana, entre 2008 y 2010, ha consultado con los países limítrofes, 
Barbados, Suriname y Trinidad Tobago sobre la mencionada solicitud. 
Es grave que, al respecto, la Cancillería guyanesa no mencione 
a Venezuela, país limítrofe adyacente, y en cambio, mencione a 
Trinidad y Barbados, que no son países limítrofes de Guyana, 
estando Venezuela y su plataforma continental en el medio. Hay que 
destacar que el Gobierno, frente a la reacción de los medios y de los 
expertos en la materia, reaccionó con un primer comunicado, el 26 de 
septiembre, realmente lamentable, que evidencia apresuramiento y 
una ignorancia realmente impresionante.
En efecto, el comunicado, manifiesta “su preocupación al 
constatar que el gobierno de la República Cooperativa de Guyana no 
informó previamente” de la acción ante la Comisión de Límites de la 
Plataforma Continental de la ONU.  El día después de conocerse el 
comunicado, Guyana desmiente a la Cancillería demostrando que, en 
mayo de 2009, había informado, que no es lo mismo que consultado, a 
la Embajada de Venezuela en Guyana, sobre la solicitud a la ONU. Se 
conoció también que el embajador venezolano inmediatamente había 
informado al respecto y advertido de la gravedad del tema. Más de 
dos años después, la Cancillería demostraba desconocimiento de una 
nota diplomática relevante y, por tanto hace el ridículo protestando 
por algo que no tenía el derecho de protestar, porque se debía a su 
propia incompetencia.
En cambio, no protesta por algo que es sumamente grave y de lo 
cual tampoco parecen haber estado enterados aquellos que redactaron 
el comunicado.
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En el documento oficial de agosto del 2011, en el cual Guyana 
presenta su solicitud de ampliación de la plataforma continental, 
Guyana afirma, en su punto cuarto, que: “no hay disputas en la región 
correspondientes a esta presentación, relativa a los límites exteriores 
de la plataforma continental”. Con esta declaración, Guyana 
desconoce la misma existencia de nuestra reclamación y parecería 
desconocer también el propio Acuerdo de Ginebra de 1966, en el cual 
Guyana se compromete a negociar “una solución satisfactoria para el 
arreglo práctico de la controversia”.
Para colmo, en su parte final, el comunicado se hace eco, de  la 
declaración del Presidente Chávez del 2007, que analizamos 
anteriormente, en la cual afirmó que la reactivación de la reclamación 
venezolana en 1962 fue producto de una presión de los EEUU. 
Frente a estos lamentables acontecimientos, la reacción en los 
medios de aquellos que estamos algo enterados de estos temas, 
provocó que el Gobierno buscara una urgente reunión con la 
Canciller Rodrigues en Trinidad, como una evidente maniobra 
de “control de daños”. En la reunión se negoció un Comunicado 
Conjunto que, afortunadamente, no se compara con el poco serio 
comunicado anterior. Se nota que el Gobierno, esta vez fue mejor 
asesorado, sin embargo, también se cometió un grave error. Veamos: 
En la Declaración Conjunta se lee:”Reconociendo que la controversia 
en relación con el Laudo Arbitral de 1899 en cuanto a la frontera entre 
Guyana y Venezuela sigue existiendo”. 
Con estas palabras, Venezuela está indirectamente admitiendo  la 
tesis guyanesa de que el objeto del Acuerdo de Ginebra es, en primer 
lugar, establecer la validez o nulidad del Laudo Arbitral de 1899. Para 
Venezuela, el acuerdo de Ginebra es el único instrumento jurídico 
vigente, que norma la negociación sobre la controversia y su objetivo 
es lograr una solución satisfactoria y práctica a la misma.
Hay que dejar formal constancia de que, independientemente 
del litigio existente, Venezuela tiene una fachada marítima sobre el 
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Océano Atlántico en la zona del delta del Río Orinoco, no discutida 
por ningún país y cuya zona económica exclusiva y plataforma 
continental han sido delimitadas con Trinidad y Tobago mediante 
el Tratado de delimitación de áreas marinas y submarinas del 18 de 
Abril 1990. Es inexplicable, por tanto,  que el Gobierno de Guyana no 
haya consultado, oportuna y formalmente, con el de Venezuela su 
intención de extender los límites de la plataforma submarina. 
El 9 de marzo del 2012 el Gobierno  Nacional finalmente  respondió 
al clamor de la opinión pública venezolana, expresado en forma 
reiterada durante varios meses, con  una nota diplomática dirigida 
al Secretario General de la ONU, quien la transmitió a la Comisión 
de Límites. Debería haberse enviado una nota similar a Guyana, con 
copia a todos los países vecinos en la cual Venezuela hace formal 
reserva de todos los derechos que le corresponden respecto de la zona 
marítima exclusiva y la plataforma continental, correspondiente a la 
costa de la zona en reclamación y de la costa del Delta del Orinoco.
Es importante notar que en el Reglamento de la Comisión de 
Límites de la ONU, se establece que no se puede presentar una 
solicitud de ampliación de la plataforma continental, si hay una 
disputa territorial en el área correspondiente. 
La Canciller Rodriguez, como respuesta a la carta del Canciller 
Maduro, envía otra carta al Secretario general de la ONU, reafirmando 
la posición oficial guyanesa que el Acuerdo de Ginebra tiene que ver 
sólo con definir la validez o nulidad del laudo de 1899. Esta carta 
todavía no ha sido respondida, públicamente, por parte del gobierno 
venezolano. 
Como mencionamos, la solicitud de Guyana de ampliar su 
plataforma continental, presentada en septiembre del 2011, ante 
la  Comisión de Límites de la Convención de Derecho del Mar de 
la ONU, afecta considerablemente nuestros derechos soberanos 
no sólo en el territorio del Esequibo, sino en la fachada atlántica 
que proyecta tanto la Zona en Reclamación como el Estado Delta 
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Amacuro. Para colmo, en la exposición de motivos de la Ley de 
Presupuesto de Venezuela de 2012, se menciona irresponsablemente 
a Punta Playa, como punto de referencia para negociar con Guyana 
la delimitación de áreas marinas y submarinas. Punta Playa está en 
la “frontera” entre el territorio venezolano, reconocido por Guyana, 
y la zona en reclamación del Esequibo, por tanto se encuentra en la 
Línea del Laudo de 1899, que Venezuela considera nulo e irrito y 
que el Acuerdo de Ginebra pone a un lado, para buscar el arreglo 
práctico de la controversia sobre el territorio esequibo. Al mencionar 
Punta Playa, se estaría reconociendo, implícita pero claramente, la 
soberanía de Guyana sobre la zona en reclamación. 
La reciente visita de Nicolás Maduro a Guyana coincidió con 
la noticia de que Guyana concedió concesiones a compañías 
transnacionales petroleras, como Anadarko, Esso y Shell, no sólo en 
áreas submarinas frente a la zona en reclamación, sino también frente 
a la fachada atlántica del Delta del Orinoco. La línea de delimitación 
con Venezuela de áreas marinas y submarinas, que presenta 
Guyana  a las transnacionales, es la misma que presentó en el 2011 
en su solicitud a la Comisión de Límites de la ONU para ampliar la 
plataforma continental 
Durante la visita el gobierno debería:
1) Haber dejado claro que, independientemente del litigio existente, 
Venezuela tiene una fachada marítima sobre el Océano Atlántico 
en la zona del delta del Río Orinoco, no discutida por ningún país 
y cuya zona económica exclusiva y plataforma continental han 
sido delimitadas con Trinidad y Tobago mediante el Tratado ya 
mencionado. En Derecho Internacional Público, el silencio otorga, 
por tanto si no actuamos pública y formalmente estaríamos dando 
aquiescencia a los actos guyaneses, debilitando nuestros derechos, 
no sólo sobre la zona en reclamación y sus espacios acuáticos, 
sino también sobre la plataforma continental y la zona económica 
exclusiva, que genera el delta del Orinoco. En ese caso, podríamos 
perder plataforma continental y áreas marinas y submarinas, en 
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las cuales existen enormes potenciales de hidrocarburos, relevante 
riqueza pesquera y nuestra salida libre al Atlántico. 
2) haber manifestado que, de acuerdo al art. 5 del Acuerdo de 
Ginebra, Venezuela desconocerá toda actuación de transnacionales 
en áreas terrestres, marinas y submarinas que son por destino y por 
derecho venezolanas.
En cambio, en el comunicado conjunto sólo se mencionó que el 
proceso de negociación seguía en el marco del Acuerdo de Ginebra y 
de los “buenos oficios” del Secretario General de la Naciones Unidas 
y su representante Norman Girvan. Es importante señalar que los 
“buenos oficios” sólo ayudan a las partes a negociar en el marco del 
Acuerdo de Ginebra de 1966, por lo cual el “buen oficiante“ nada 
tiene que ver con las concesiones a transnacionales en la fachada 
atlántica del Delta Amacuro. Pero grave fue la reiteración  que  hizo 
Maduro  de la peregrina tesis,  ya mencionada, que la reactivación de 
la reclamación venezolana sobre el territorio Esequibo en 1962, por 
parte del Gobierno de Rómulo Betancourt, fue producto de la presión 
de los Estados Unidos. 
Más recientemente, el buque Teknic Perdana, contratado por 
Guyana para actividades de exploración petrolera fue interceptado 
por un navío de la Marina en la Zona Económica Exclusiva (ZEE) 
que proyecta el delta del Orinoco y que ha sido tradicionalmente 
patrullada  por la Armada. Por cierto, es interesante mencionar que 
este patrullaje había sido suspendido y que sólo recientemente se 
había restablecido, privadamente sabemos que las denuncias de la 
prensa y de los conocedores del tema fomentaron la preocupación y 
el interés de la Armada, que actuó sin consulta previa al Ejecutivo.
 Guyana, por su parte, protesta el incidente denunciando que el 
Tecnik Perdana fue interceptado en aguas guyanesas basándose en 
la línea unilateral de delimitación de áreas marinas y submarinas 
entre la zona en reclamación y el estado Delta Amacuro orientada 
hacia occidente, que le cercena a Venezuela centenares de miles de 
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kilómetros cuadrados de ZEE, cerrándole además la libre salida al 
Atlántico, que había presentado a la mencionada Comisión de Límites 
para la ampliación de su plataforma continental.
Este  incidente,  así como la solicitud de Guyana en ampliar su 
plataforma continental demuestra la necesidad de reactivar la 
negociación bilateral, en el marco de los “buenos oficios” del Secretario 
General de  la ONU, para buscar una “solución satisfactoria para el 
arreglo práctico de la controversia”, como reza el Acuerdo de Ginebra. 
Lo cual implica nombrar un negociador-facilitador por Venezuela 
a tiempo completo, apoyado además por un pequeño equipo de 
apoyo que le permita hacer un adecuado “lobby” en la ONU y en la 
comunidad  internacional en general, particularmente en el Caribe. El 
hecho que el actual negociador Roy Chaderton es también Embajador 
en la OEA, representante de Venezuela en las negociaciones de paz 
entre las FARC y el gobierno colombiano, miembro del Consejo 
de Estado y Diputado principal en el Parlamento Latinoamericano 
demuestra la irresponsabilidad y la falta de interés que el gobierno ha 
tenido respecto a la reclamación. A este respecto, el gobierno debería 
producir  notas de prensa en idioma inglés, explicando la posición de 
Venezuela y lograr su publicación en los medios del Caribe anglófono 
y en la comunidad internacional en general. 
  
2) El patrullaje tradicional de la Armada en nuestra fachada 
atlántica debe mantenerse.
3) La reclamación del Esequibo y la defensa de nuestros derechos 
en la fachada atlántica del delta del Orinoco son dos temas distintos 
pero íntimamente relacionados. Se debe exigir que las negociaciones, 
anunciadas en el comunicado conjunto de los Cancilleres Jaua-
Rodrigues-Birkett, deben darse en un ambiente de transparencia, los 
nombres de los negociadores por Venezuela deben ser conocidos.
Guyana buscará negociar una línea de delimitación marítima, 
dejando de lado la negociación sobre la zona en reclamación y aunque 
teóricamente no sería imposible delimitar, reservando nuestros 
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derechos sobre la zona en reclamación, en la práctica entregaríamos 
uno de los pocos mecanismos de presión que Venezuela tiene sobre 
Guyana para que negocie un arreglo práctico a la controversia, 
porque una vez logrado un acuerdo sobre una línea de delimitación 
de áreas marinas y submarinas entre el estado Delta Amacuro y la 
Zona en Reclamación, aunque nos reservemos los derechos sobre la 
misma, Guyana se sentiría en libertad de reiniciar el otorgamiento 
de  concesiones a transnacionales sobre la base de la delimitación 
acordada con Venezuela. Además, obviamente, se haría mucho más 
difícil encontrar un arreglo práctico a la controversia, porque Guyana 
tendría todavía menos interés en negociar. Recordemos que el status 
quo favorece a Guyana. 
La reclamación venezolana sobre el Esequibo y la integridad de la 
fachada atlántica del delta del Orinoco forman parte de los intereses 
permanentes del Estado venezolano, cuya defensa debería ser un 
objetivo común de todos los venezolanos, independientemente de su 
posición política. 
La reclamación venezolana, para terminar sanamente y no dejar 
heridas entre dos pueblos vecinos, debe ser resuelta a través de la 
negociación en el marco del Acuerdo de Ginebra. El gobierno, a este 
respecto  debería buscar un gran consenso nacional, a través de la 
consulta y el diálogo con los diversos actores nacionales, para negociar 
la solución satisfactoria y práctica de la controversia. Los venezolanos, 
en general, deberían unirse en la defensa de la soberanía nacional. Una 
solución que no sea el fruto de una transparente negociación y que 
no prevea una compensación para Venezuela, la parte históricamente 
agraviada, no será nunca una solución definitiva y permanente.
